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RESUMEN:  ETA y el IRA, las dos organizaciones terroristas más 
antiguas de Europa, llegaron a las cotas más elevadas de su 
actividad armada durante los «años de plomo», entre 1968 y 
1981. El presente artículo pretende, por un lado, aportar una 
radiografía de las víctimas y de los responsables de los crímenes 
de este período, analizando estudios previos y revisando docu-
mentación que arroja luz sobre las dinámicas de selección de 
las víctimas practicadas por ambos grupos, siguiendo el modelo 
teórico de de la Calle y Sánchez-Cuenca. Por otro lado, ahon-
da en la deficiente atención institucional a los damnificados y 
analiza las políticas de reparación, que en ambos casos llegaron 
con más de tres décadas de retraso. Por último, se abordan las 
principales reivindicaciones pendientes, entre las que destaca 
el elevado nivel de impunidad de los crímenes cometidos, lo 
que condena a las víctimas a una victimización secundaria.
PALABRAS CLAVE:  Terrorismo; víctimas del terrorismo; ETA; 
IRA; «años de plomo»; reparación.
ABSTRACT:  ETA and IRA, the two oldest terrorist organizations 
in Europe, reached their greatest levels of violence during the 
«years of lead» (1968-1981). This article aims to explore the 
characteristics of victims in this period determining the role of 
the terrorist and paramilitary organisations in the generation 
of violence. Moreover, it tries to describe the dynamics of 
victim selection employed by ETA and IRA using the theoretical 
model of de la Calle and Sánchez-Cuenca. On the other hand, 
the article explores in depth the reparation policies followed by 
Spain and the United Kingdom, which appeared three decades 
after the first crimes. The victims of both countries share a 
common demand: to resolve the high level of impunity, which 
condemns victims to a secondary victimization.
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El «terrorismo en países pequeños», como deno-
mina Burleigh (2008) a los fenómenos terroristas de 
Irlanda del Norte y de ETA (p. 374), ha dejado conse-
cuencias capilares en las regiones que lo han sufrido 
de forma continuada. Sir Kenneth Bloomfield afirma-
ba en el primer estudio sobre las víctimas de los cono-
cidos metafóricamente como the troubles que la cifra 
de 3.600 víctimas del conflicto norirlandés podría pa-
recer no demasiado calamitosa comparada con otros 
desastres del siglo XX, pero invitaba a poner lo suce-
dido en la escala adecuada: «El trauma de los asesina-
tos ha sido prolongado y ciertas comunidades lo han 
sufrido desproporcionadamente» (Bloomfield, 1998).
El desamparo institucional de las víctimas durante 
los «años de plomo», en los que se concentran los 
picos más elevados de asesinados, agravó los efec-
tos de la violencia en miles de personas que aún hoy 
mantienen reclamaciones relacionadas con la justicia, 
la memoria pública o las prestaciones estatales. Este 
artículo pretende contribuir al conocimiento sobre la 
selección de las víctimas mediante la revisión de do-
cumentos y bibliografía sobre las víctimas del terroris-
mo en Irlanda del Norte y en España durante el men-
cionado periodo con el objetivo de calibrar el alcance 
de la violencia y de establecer las dinámicas de selec-
ción de víctimas ejercidas por los principales grupos 
terroristas. Para ello se utilizarán modelos de análisis 
teórico y documentos internos de las respectivas or-
ganizaciones. Además, el trabajo pretende analizar las 
políticas de reparación y ahondar en los principales 
asuntos pendientes. 
2. LAS VÍCTIMAS: CIFRAS GLOBALES Y DINÁMICAS DE 
SELECCIÓN 
ETA y el IRA tienen en común la condición de ser 
las dos organizaciones terroristas más antiguas de 
Europa, con trayectorias solo comparables en exten-
sión a las de grupos terroristas como las FARC y el 
ELN colombianos o los Tigres de Liberación del Eelam 
Tamil en Sri Lanka1. Los primeros integrantes de am-
bos grupos pertenecían a una generación de jóvenes 
activistas que perseguían proyectos nacionalistas de 
carácter revolucionario y socialista y que encontraron 
referencias en el ámbito internacional, en concreto en 
los procesos de descolonización y en la lucha «antiim-
perialista» que estaban protagonizando algunas regio-
nes del Tercer Mundo (Fernández Soldevilla, 2016, pp. 
236-237). No obstante, existen circunstancias, como 
el factor étnico-religioso, la involucración del Ejército, 
la presencia de una amalgama de organizaciones te-
rroristas de signo republicano y lealista en Irlanda del 
Norte o el alto nivel de vida del País Vasco, uno de los 
más elevados de España y de Europa, que distancian 
sus contextos y trayectorias. 
Otro factor diferencial ha sido el número de vícti-
mas. Aunque sin una cifra oficialmente admitida, los 
asesinatos cometidos por ETA alcanzan los 853 y los 
otros damnificados -incluidos los lesionados, amena-
zados, secuestrados y quienes han sufrido daños ma-
teriales en sus propiedades- se cifran en 6.3892. Del 
total de asesinatos, 574 se cometieron en el País Vas-
co. Pese a que existe cierta controversia con las cifras, 
el terrorismo de extrema derecha y parapolicial -este 
último conformado por una amalgama de siglas que 
estaban integradas o relacionadas con miembros de 
las Fuerzas y cuerpos de seguridad del Estado- asesi-
nó a 62 personas3, lo que pone de manifiesto que ETA 
ha sido el principal actor responsable de la violencia 
terrorista en España. En el caso de Irlanda del Norte, 
las víctimas del IRA y de otras organizaciones republi-
canas rozan las 2.000, al tiempo que se acepta el dato 
de que más de 3.600 personas fueron asesinadas y 
30.000 resultaron heridas durante los troubles4.
En la mayoría de los casos las historias y las circuns-
tancias de la muerte de las víctimas pueden ser re-
construidas. Esto no ocurre en los contextos de guerra 
civil, en los que se carece de información acerca de 
los muertos y de las motivaciones de los atacantes, 
debido a la magnitud del conflicto y a los intentos de 
los perpetradores de ocultar información que pueda 
incriminarlos y sirva para reparar a las víctimas. Sin 
embargo, la violencia terrorista permite estudiar a las 
víctimas de forma sistemática y a niveles micro por 
dos razones: las cifras de afectados, aunque elevadas, 
no son inabarcables a la hora de plantear un estudio 
detallado, y las organizaciones terroristas tienden a 
actuar en países desarrollados con burocracias y me-
dios de comunicación que han dejado constancia de 
los actos violentos y de las personas afectadas, por lo 
que acceder a información relativa a los atentados, al 
estatus de la víctima y a las razones que la convirtie-
ron en objetivo de los terroristas resulta plausible (Ca-
lle y Sánchez Cuenca, 2006). 
También en los casos de ETA y del IRA existen sen-
dos estudios considerados como los más exhaustivos 
y completos de los dedicados a las víctimas: Lost lives 
(McKittrtick, Kelters, Feeney y Thornton, 1999) y su 
homólogo en castellano, Vidas rotas (Alonso Pascual, 
Domínguez Iribarren y García Rey, 2010). Los dos tie-
nen un afán enciclopédico y comparten un enfoque 
que combina el periodismo y la investigación histórica 







para recorrer uno a uno el devenir de todas las perso-
nas asesinadas por el terrorismo, permitiendo obte-
ner conclusiones sobre las víctimas en el período más 
cruento de la actividad terrorista: los «años de plomo».
Entre 1968 y 1981 ETA -incluidas sus escisiones: 
ETA político-militar, berezis o comandos especiales y 
Comandos Autónomos Anticapitalistas- asesinó a 352 
personas. La mayoría -306, el 86,9%- murieron a ma-
nos de ETA militar, la rama de la organización que ha 
sobrevivido hasta su anuncio de disolución en 2018. 
Entre finales de 1974 y principios de 1975 y hasta 
1981 se desarrolló en España la primera etapa de la 
«guerra sucia» contra ETA. Más que una organización 
estructurada funcionó una red en la que se relaciona-
ban miembros del Ejército, de la Policía, de la Guardia 
Civil y de los servicios de inteligencia, mercenarios co-
nectados con sectores ultraderechistas, neofascistas 
italianos y exmilitantes de la organización terrorista 
francesa OAS (Organización del Ejército Secreto) (Ca-
sals, 2016, p. 120). Las acciones violentas fueron rei-
vindicadas por varios grupos, principalmente la Triple 
A y el Batallón Vasco Español y las víctimas mortales 
ascendieron a 33. El segundo período, desde 1983 
hasta finales de la década, estaría dominado por los 
Grupos Antiterroristas de Liberación (GAL). En total se 
atribuyen al terrorismo vinculado a la extrema dere-
cha y parapolicial al menos 62 asesinatos -27 a los GAL 
y el resto a diferentes siglas-, lo que supondría el 7% 
de las víctimas relacionadas con el caso vasco (López 
Romo, 2015, p. 149) (véase la tabla 1). 
En Irlanda del Norte, entre 1966 y 1981, el número 
de personas asesinadas fue de 2.398, más del 60% del 
total de víctimas. La organización terrorista más letal 
fue el IRA provisional, a quien se atribuyen 1.160 ase-
sinatos. Al resto de grupos republicanos -OIRA, INLA/
IPLO y otros grupos- se les responsabiliza de 214, lo 
que suma 1.374. Es decir, las organizaciones republi-
canas encabezadas por el IRA son responsables del 
57% de los asesinatos cometidos en los troubles du-
rante los «años de plomo». 
Al IRA provisional le siguen dos organizaciones para-
militares de ideología lealista: el UVF (Ulster Volunteer 
Force) y el UDA o UFF (Ulster Defence Association o Uls-
ter Freedom Fighters), responsables de 381 y 269 asesi-
natos respectivamente. Sumados a los de otros grupos 
lealistas, las víctimas ascienden a 703, el 29,3% del total 
a lo largo del período en cuestión. En la cuantificación 
de las víctimas también están incluidas las causadas por 
el Ejército británico, que en este período suman 236, el 
9,8% (véase la tabla 2).
Tabla 1. Número de asesinados por ETA y sus escisiones, así como por el terrorismo de extrema derecha y 
parapolicial entre 1968 y 1981








1975 12 4 2 18
1976 16 1 1 19
1977 8 3 1 12
1978 63 1 4 2 70
1979 65 10 5 5 85
1980 83 5 1 9 21 119
1981 30 2 1 33
TOTAL 307 21 4 20 33 385
Leyenda: ETAm (ETA militar), ETApm (ETA político-militar), Berezis (Berezis o comandos especiales), CAA (Comandos Autónomos Anticapitalistas), 
ED y TP (extrema derecha y terrorismo parapolicial).
Fuente: Alonso Pascual et al. (2010); López Romo (2015).
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2.1. Las estrategias de ETA y del IRA 
Para analizar el desarrollo de la violencia terrorista 
de organizaciones nacionalistas, de la Calle y Sánchez 
Cuenca proponen un modelo teórico con dos varia-
bles: el nivel de selección de las víctimas y la estrate-
gia de los grupos terroristas5.
Para la selección de las víctimas, Calle y Sánchez 
Cuenca distinguen cinco tipos de asesinatos: los se-
lectivos -basados en el comportamiento de la vícti-
ma, teniendo en cuenta, por ejemplo, su supuesta 
colaboración con las fuerzas de seguridad o su im-
plicación en organizaciones consideradas enemi-
gas-; los genéricos -justificados por la profesión de 
la víctima, como en el caso de los miembros de las 
fuerzas de seguridad; los indiscriminados; los cola-
terales -no intencionados o perpetrados habitual-
mente durante un atentado planificado-; y los erró-
neos -con frecuencia relacionados con información 
equivocada sobre el objetivo-. 
En cuanto a la estrategia, Calle y Sánchez Cuesta de-
finen los asesinatos de desgaste y los llevados a cabo 
para mantener el control. Los primeros van dirigidos 
contra el Estado y se materializan atacando a las fuer-
zas de seguridad, consideradas habitualmente «de 
ocupación», y a funcionarios o a personas civiles -jue-
ces, funcionarios de prisiones, políticos, etc.-, percibi-
dos como representantes del Estado y responsables 
del mantenimiento del statu quo. Los segundos se 
dirigen a frenar comportamientos que pueden dañar 
la seguridad de la organización terrorista -desertores, 
arrepentidos o empresarios que se niegan a caer en 
la extorsión- y a ganar adeptos interviniendo en pro-
blemas sociales relacionados con el tráfico de drogas 
a pequeña escala o con causas medioambientales. 
En Irlanda del Norte existirían también los crímenes 
sectarios debidos a motivos político-religiosos. Todos 
ellos estarían condicionados por los recursos dispo-
nibles y por los índices de apoyo de sus seguidores 
(Calle y Sánchez Cuenca, 2006). 
Tabla 2. Número de víctimas mortales durante los troubles entre 1966 y 1981













1969 2 3 2 1 2 8 18
1970 18 3 1 5 1 28
1971 86 9 12 4 17 1 45 1 5 180
1972 234 20 26 71 35 15 79 6 1 9 496
1973 125 2 10 44 34 12 29 1 2 4 263
1974 129 7 13 41 79 11 15 2 6 303
1975 94 9 12 15 20 100 1 6 10 267
1976 139 1 5 18 50 71 6 14 2 2 308
1977 68 4 2 12 14 2 7 7 116
1978 60 2 2 8 12 4 88
1979 91 1 8 4 10 7 1 2 1 125
1980 45 8 5 9 4 1 7 2 5 86
1981 69 11 4 5 7 2 13 3 1 2 117
TOTAL 1160 53 44 117 269 381 53 236 25 4 56 2398
Leyenda: OIRA (Official Irish Republican Army), INLA/IPLO (Irish National Liberation Army / Irish People Liberation Organisation), Otros rep. 
(otros grupos republicanos), UDA/UFF (Ulster Defence Association / Ulster Freedom Fighters), UVF (Ulster Volunteer Force), Otros lealistas 
(otros grupos lealistas), RUC/RUCR (Royal Ulster Constabulary / Royal Ulster Constabulary Reserve), UDR/RIR (Ulster Defence Regiment / 
Royal Irish Regiment), Otros (incluye fallecidos a causa de accidentes de tráfico o ataques cardíacos relacionados con los troubles).
Fuente: McKittrick et al. (1999).







En lo que respecta a ETA, plasmó su estrategia en 
documentos internos como el Manual de formación 
/ Formazio Eskuliburua, redactado por ETA militar en 
1976 y dirigido a ETA político-militar, que había solici-
tado a la primera instrucciones sobre su forma de ac-
tuación. El texto resumía la dinámica de selección de 
víctimas practicada desde 1968 y que se mantendría 
durante los «años de plomo»6. 
ETAm argumentaba que ambas organizaciones de-
bían cumplir una función estratégica, basada en la 
consecución de los objetivos políticos establecidos 
en la Alternativa Kas7, y otra táctica, basada en una 
acción militar orientada en este sentido. Para ello 
planteaba «una acción armada de carácter ofensivo» 
dirigida contra «las fuerzas e instituciones represi-
vas». Entre ellas se incluían los «cuerpos represivos» 
-Guardia Civil, Policía y sus «colaboradores»- y los 
«poderes reales» o «poderes fácticos» -las fuerzas 
armadas-8. En definitiva, proponía llevar a cabo ase-
sinatos encuadrados en la categoría de genéricos y 
dirigidos a amedrentar al Estado, provocando una 
espiral de acción-reacción-acción. 
Esta dinámica parece cumplirse con el primer ase-
sinato premeditado de ETA, el del jefe de la Brigada 
de Investigación Social de San Sebastián, Melitón 
Manzanas, el 2 de agosto de 1968. Julen Madariaga, 
uno de los fundadores de la organización, había ame-
nazado a Manzanas y a otros policías en 1962 -«Pa-
garán caro sus crímenes. No son bravatas»- y Biltzar 
Ttipia (pequeña asamblea) de ETA había decidido su 
asesinato en una sesión el 2 de junio de 1968. Los 
planes de la organización se trastocaron por el ase-
sinato no planificado del guardia civil José Antonio 
Pardines Arcay, quien se convertiría en su primera 
víctima mortal el 7 de junio de 19689. Poco después 
la cúpula de ETA determinó que era el momento de 
atentar «contra aquel que mejor encarnaba a la re-
presión en la mente del pueblo», en una estrategia 
calculada para recabar el apoyo de quienes personi-
ficaban la represión policial en la figura de Manzanas 
(Fernández Soldevilla, 2016, p. 166). 
Tras ambos asesinatos, la fuerte represión del ré-
gimen de Franco medró sus estructuras, siguiendo 
el patrón de acción-reacción-acción que preveía 
la organización. En el transcurso de una operación 
policial se produjo el tercer crimen. La víctima fue 
el taxista Fermín Monasterio, que se negó a tras-
ladar en su vehículo al etarra Miguel Echeverría al 
levantar sus sospechas por encontrarse herido. De 
acuerdo con la clasificación utilizada, se trató de un 
asesinato selectivo motivado por el hecho de que 
la víctima no siguió las órdenes de los terroristas. A 
medida que avanzan los años setenta, ETA adopta 
una estrategia de desgaste que eleva significativa-
mente sus picos de violencia, siendo 1980 el año 
con mayor número de víctimas mortales, con un to-
tal de 98 (Alonso Pascual et al., 2010, p. 253).
Al igual que la de ETA, la estrategia del IRA res-
pondía al patrón de guerra de desgaste contra el 
Estado, lo cual mantenía la lógica que movía la ac-
tividad de la organización: utilizar la violencia para 
forzar la expulsión de los británicos de Irlanda del 
Norte. En sus esquemas no entraba la destrucción 
del enemigo, sino causarle el mayor daño posible. 
El Green Book, un documento interno de obligada 
lectura para los potenciales militantes, afirmaba 
que atentar causando el mayor número de muer-
tes y daños posibles, llevar a cabo una campaña de 
atentados con bomba contra intereses económicos, 
poner en marcha una campaña de propaganda a ni-
vel nacional e internacional y presentar el territorio 
como ingobernable formaba parte de la estrategia 
dirigida a hacer insostenible la presencia británica 
en Irlanda del Norte.
Esta estrategia se desarrolla bajo condicionantes 
como la disponibilidad de recursos y especialmen-
te el apoyo de la población. El modelo de de la Ca-
lle y Sánchez Cuenca plantea que la proporción de 
ataques indiscriminados depende del nivel de apo-
yo popular que reciba la organización y que cuanto 
mayor es dicho apoyo, más indiscriminados son los 
ataques. En otras palabras, la crudeza de los aten-
tados se ajusta a los niveles de radicalización de los 
simpatizantes de la organización. No obstante, existe 
el riesgo de que los adeptos menos radicales se ale-
jen de la línea de acción por su repulsa a ese tipo de 
ataques (Calle y Sánchez Cuenca, 2006). 
John Stephenson, líder del IRA en 1969, explicó 
en sus memorias que ningún movimiento de resis-
tencia en la historia había tenido éxito luchando por 
la «libertad nacional» sin algún daño colateral, pero 
admitía que el interés republicano por mantener el 
apoyo popular pasaba por causar el menor daño po-
sible (Gambetta, 2005, pp. 219-220). Sin embargo, 
esto se contradice con los primeros atentados con 
bomba perpetrados en Belfast -dos muertos y cien 
heridos en un restaurante en 1972- o con el cono-
cido como claudy bombing -nueve muertos tras la 
explosión de tres coches bomba-. A partir de 1974, 
cuando el IRA extendió sus ataques al Reino Unido 
en su particular venganza contra los británicos por 
negarse a negociar, varias bombas estallaron en dos 
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pubs en Birmingham, matando a diecinueve perso-
nas. «En una zona de guerra es necesario forzar al 
movimiento republicano a una completa y total con-
fianza en el apoyo de la gente», afirmó en un discur-
so Gerry Adams en 1977.
En Irlanda del Norte la importante presencia de 
grupos parapoliciales unida a los excesos cometi-
dos por los miembros del Ejército, la existencia de 
un conflicto sectario que hacía patente una sed de 
venganza, y el contexto sociopolítico en el que los 
católicos han sido una minoría en un sistema domi-
nado por los protestantes con ciertas dinámicas dis-
criminatorias facilitaba la asimilación de atentados 
indiscriminados. Esta situación difiere en el caso de 
ETA. Su primer atentado indiscriminado fue la bom-
ba colocada en la cafetería Rolando, en la madrile-
ña calle del Correo, el 13 de septiembre de 1974. 
El objetivo eran los policías de la cercana Dirección 
General de Seguridad que acudían habitualmente al 
establecimiento. Sin embargo, solo una de las trece 
víctimas mortales del ataque resultó ser policía. ETA 
no reconoció la autoría del atentado y más tarde 
admitiría en documentos internos que este tipo de 
ataques, unidos a la posterior llegada de la transi-
ción democrática, habían «situado al pueblo en una 
posición más crítica contra nuestra acción». La des-
afección «obligaba a un tipo de acción extremada-
mente selectiva» que se completaba con otras «más 
ejemplares, ya que de lo contrario estaría en cues-
tión incluso la capacidad militar de ETA» (Gambetta, 
2005, pp. 219-220). Por tanto, las críticas populares 
por los atentados indiscriminados en los que se con-
taban víctimas civiles habían llegado hasta la cúpula 
de la organización y frenado este tipo de acciones. 
Pese a ello, en términos de discurso público, ETA evi-
tó cualquier referencia a la existencia de un conflic-
to ético surgido del uso de la violencia y construyó 
para sus simpatizantes un argumentario destinado a 
evitar críticas externas y a trasladar la responsabili-
dad de sus actos al enemigo (Varela Rey, Rodríguez 
Caballeira y Martín Peña, 2013, p. 93).
Hasta 1992 ETA mantuvo la estrategia esbozada en 
su Manual de formación: los cuerpos de seguridad 
fueron su objetivo principal junto a colectivos como 
funcionarios de prisiones, empresas de capital fran-
cés, representantes del poder económico español 
o los acusados de «txibatos» o informadores de las 
fuerzas de seguridad del Estado. A lo largo de su histo-
ria, el 58% de las víctimas de ETA fueron miembros de 
las fuerzas de seguridad y del Ejército, mientras que el 
42% fueron civiles. 
En Irlanda del Norte, sociedad profundamente di-
vidida que ya había experimentado otros estallidos 
de ataques sectarios, los elevados niveles de violen-
cia de finales de los sesenta y principios de los se-
tenta fueron respondidos con políticas de seguridad, 
con el desplazamiento del Ejército y con el aumento 
de estrategias paramilitares, lo que instaló a finales 
de la década el conocido como «nivel aceptable de 
violencia» que, aunque alto y estable a lo largo del 
tiempo, nunca volvió a alcanzar las elevadas cotas 
de principios de los setenta (Smyth, 2000, p. 7). El 
33% del total de víctimas de los troubles fueron ci-
viles católicos, y el 19% civiles protestantes, lo que 
supone que el 52% de las víctimas fueron civiles. En 
los «años de plomo» el patrón se repite: el 34% eran 
civiles católicos, y el 19% civiles protestantes, lo que 
implica que el 53% de las víctimas durante los «años 
de plomo» eran civiles. 
En la década de los noventa ambas organizacio-
nes cambiarían de estrategia, empujadas en buena 
medida por su debilitamiento y escasez de recursos, 
y optarían por la idea del frente nacionalista, que el 
IRA inició en 1994 y ETA al año siguiente. Esta nue-
va línea se basa en la idea de que la independencia 
se alcanzará mediante la presión política de todas las 
fuerzas nacionalistas (Calle y Sánchez Cuenca, 2004), 
al tiempo que se amplían los objetivos de los ataques, 
incluyendo a los civiles.
3. LAS POLÍTICAS DE REPARACIÓN
En inglés reparation tiene una doble acepción: por 
un lado, ‘reparación’ o ‘desagravio’; por otro, ‘indem-
nización’. Las políticas de reparación de las víctimas 
del terrorismo mantienen el significado dual del tér-
mino anglosajón: tratan de reparar el daño infligido e 
incluyen la cuestión económica como parte necesaria 
en el proceso de compensación de los agravios causa-
dos por el terrorismo. 
Desde la perspectiva del derecho la tutela o pro-
tección de las víctimas de delitos constituye uno de 
los fines específicos del proceso penal (Fernández 
de Casadevante Romaní, 2009). Sanz Hermida apun-
ta a que el reconocimiento legal de la víctima debe 
asegurar la efectividad del derecho a la reparación, 
contribuir a la recuperación, aumentar la eficacia del 
proceso penal, y con ello el sentido individual y co-
lectivo de la «justicia», y evitar la «victimización se-
cundaria», definida como el «aumento innecesario 
del daño producido a la víctima como consecuencia 
del transcurso del tiempo y del propio desenvolvi-
miento penal», además de otras causas como la 







justificación social del acto violento o de los daños 
padecidos o la ausencia de respuesta institucional 
frente al crimen cometido (Sanz Hermida, 2009, p. 
25). Desde el enfoque victimológico la «victimización 
secundaria» deriva de una «actitud negligente o una 
falta de humanidad» que provoca que la víctima se 
sienta «cuestionada, confundida o agobiada por los 
trámites, o que reviva de forma innecesaria el suceso 
traumático» (véase Guía general de buenas prácticas 
en el trato con víctimas del terrorismo que evite la 
victimización secundaria, 2015, p. 32). Desde el pris-
ma psicológico otra fuente de «victimización secun-
daria» se encuentra en el discurso público legitima-
dor de la violencia de los perpetradores, que con fre-
cuencia deshumaniza al adversario y valora de forma 
asimétrica el sufrimiento. Estos mecanismos pueden 
conllevar que se presente a las víctimas como mere-
cedoras de su padecimiento debido a sus caracterís-
ticas o a sus acciones pasadas (Martín Peña, Opotow 
y Rodríguez Carballeira, 2011, p. 188). Las disciplinas 
mencionadas coinciden en que la «victimización se-
cundaria» agrava el daño psicológico de los damnifi-
cados y prolonga sus efectos.
Tanto en el caso de ETA como en el de las víctimas 
de los troubles se da esta circunstancia. Pese a que 
las primeras víctimas mortales aparecieron a fina-
les de los sesenta, no fue hasta los noventa cuando 
los ordenamientos jurídicos de España y del Reino 
Unido comenzaron a tenerlas en consideración. No 
se trata de un fenómeno aislado. Reyes Mate ha-
bla de un «cambio epocal en la significación de las 
víctimas» para referirse al paso de la invisibilidad a 
la centralidad. Explica que el período de invisibili-
dad se debe a una cuestión práctica basada en que 
son los vivos los que tienen la posibilidad de hacer 
política y al convencimiento de que el progreso de 
la historia lleva consigo un costo humano y social. 
El autor considera una gran novedad histórica el 
movimiento que lleva a las víctimas a una posición 
central y asegura que el cambio se produce por-
que el sufrimiento deja de ser insignificante y pasa 
a significar injusticia (Reyes Mate, 2006). Castells 
menciona como clave el hecho de que ciertas so-
ciedades europeas que habían cerrado falsamente 
su pasado violento comenzaran, entre las décadas 
de los sesenta y ochenta, a sacar a relucir las atro-
cidades perpetradas en torno a la II Guerra Mundial 
(Castells Arteche, 2017). 
3.1 La atención a las víctimas de ETA
En España la emergencia de las víctimas se retra-
só con respecto al resto de Europa hasta los años 
noventa, cuando el activismo de las propias vícti-
mas y ciertos acontecimientos como el asesinato 
de Miguel Ángel Blanco manifestaron el ostracis-
mo al que las instituciones públicas y la sociedad 
las habían relegado. Rodríguez Uribes define varias 
etapas en lo que a la atención institucional a las víc-
timas se refiere: la negación, la compasión, la soli-
daridad y «el tiempo de los derechos» (Rodríguez 
Uribes, 2013, pp. 117-190).
La negación se prolonga desde el inicio de la acti-
vidad de ETA hasta mediados de los ochenta, cuando 
surgen las primeras manifestaciones públicas a favor 
de las víctimas del terrorismo. Mientras los damnifi-
cados viven un período de irrelevancia política, mo-
ral, social y jurídica (Rodríguez Uribes, 2013, pp. 117-
190), ETA y su entorno ponen todos sus esfuerzos en 
instalar en la sociedad un discurso legitimador del 
terrorismo. Como contrapunto en 1981 tres mujeres 
fundaron la Asociación de Víctimas del Terrorismo 
(AVT), primera entidad que representaba los dere-
chos de los damnificados por la violencia terrorista, 
con Ana María Vidal Abarca al frente10. 
En el País Vasco, donde el miedo resultaba una ba-
rrera fundamental para la oposición pública al terro-
rismo, hubo que esperar hasta finales de la década 
de 1980 para que Cristina Cuesta creara la primera 
asociación en defensa de las víctimas, la Asociación 
por la Paz11. Desde entonces, y en especial desde la 
segunda mitad de la década de los noventa, el acti-
vismo de las víctimas ascendió de forma continua-
da, llegando a influir de forma determinante en las 
políticas públicas dedicadas al colectivo. Además, en 
2002 se creó la Fundación de Víctimas del Terrorismo 
(http://fundacionvt.org/).
En el ámbito legislativo las primeras medidas fue-
ron decretos de pensiones extraordinarias aproba-
dos entre finales de los años ochenta y principios de 
los noventa. Destaca el real decreto ley 3/1979, de 
26 de enero, de protección de la seguridad ciudada-
na, cuyo artículo 7 declaró a las víctimas por primera 
vez indemnizables de los daños sufridos a conse-
cuencia de actos “cometidos por persona o personas 
integradas en grupos o bandas organizados y arma-
dos y sus conexos”. Al ser la mayoría de las víctimas 
hasta entonces miembros de las fuerzas y cuerpos 
de seguridad del Estado, se les habían aplicado las 
normas que afectaban a los fallecidos en actos de 
servicio. Más tarde dos leyes fijarían el sistema in-
demnizatorio hasta 2011: la ley 13/1996 de medidas 
fiscales y del orden social, que sistematizaba y actua-
lizaba para el futuro una primera compensación, y la 
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ley 32/1999 de solidaridad con las víctimas del terro-
rismo, la primera que se promulgó con una mención 
expresa, 31 años después del primer crimen de ETA, 
que recogía el régimen extraordinario y de reconoci-
miento y aseguraba una segunda ayuda vinculada a 
la responsabilidad civil por el delito, estableciendo 
el cobro de indemnizaciones independientemente 
de que el condenado se declarase insolvente (Ro-
dríguez Uribes, 2013, p. 148)12. Hasta 2016 el Esta-
do había abonado a las víctimas del terrorismo en 
concepto de indemnizaciones y ayudas un total de 
123.271.929 euros13. 
No obstante, la norma más relevante es la ley 
29/2011, de 22 de septiembre, de reconocimiento y 
protección integral a las víctimas del terrorismo, apli-
cable de forma retroactiva a todos los actos terroris-
tas perpetrados desde el 1 de enero de 1960. La ley 
aspira a «un apoyo integral» que se dice «inspirado 
por los principios de memoria, dignidad, justicia y 
verdad» y confiere a la víctima un estatus normativo 
que comporta obligaciones vinculantes para el Esta-
do (Muñoz Escandell, 2017, pp. 25-32). Además defi-
ne de forma clara quiénes son considerados víctimas 
del terrorismo a efectos de derechos y prestaciones 
-personas fallecidas o que han sufrido daños físicos 
o psíquicos como consecuencia de la actividad terro-
rista- y reconoce el derecho a la justicia gratuita, así 
como medidas para consagrar el «principio de mí-
nima lesividad en el desarrollo del proceso penal». 
En esta ley se establece la creación de dos órganos 
dedicados a la atención a las víctimas -la Oficina de 
Información y Asistencia a las Víctimas del Terroris-
mo de la Audiencia Nacional y la Dirección General 
de Apoyo a Víctimas del Terrorismo del Ministerio 
del Interior- y por primera vez se hace referencia a la 
memoria, estableciendo en el artículo 57 la creación 
de un Centro Nacional para la Memoria de las Víc-
timas del Terrorismo (http://www.memorialvt.com/
memorial-presentacion/), que finalmente se articuló 
en 2015 con la constitución de la Fundación Centro 
para la Memoria de las Víctimas del Terrorismo14. 
Pese a que el sistema español de atención a las 
víctimas del terrorismo es reconocido a nivel euro-
peo, los damnificados mantienen reclamaciones que 
en buena medida recoge un informe de la defensora 
del pueblo de 2016 (https://www.defensordelpue-
blo.es/wp-content/uploads/2016/12/VictimasETA.
pdf)15. Entre ellas destacan el elevado grado de im-
punidad -entre en el 30% y el 40% de los crímenes 
de ETA-, la ausencia de derecho al voto para los 
desterrados del País Vasco y Navarra por causa de 
ETA, la diferencia indemnizatoria entre las víctimas 
con sentencia judicial y las que carecen de ella o la 
dispersión de archivos en los que se encuentra do-
cumentación relevante sobre los crímenes de ETA. 
Estas reclamaciones se unen a otras insatisfechas 
como la prohibición de los homenajes públicos a 
condenados por terrorismo en el País Vasco y Na-
varra, en los que se ha documentado la presencia 
frecuente de menores, con los consiguientes riesgos 
de «radicalización violenta»16.
3.2 La atención a las víctimas de los troubles
Las víctimas de los troubles no recibieron atención 
política e institucional hasta que comenzaron las 
conversaciones que dieron lugar al Acuerdo del Vier-
nes Santo de 1998. Hasta entonces y desde 1964 el 
Reino Unido había establecido un sistema estatal de 
indemnización de los daños de origen delictivo -Cri-
minal Injuries Compensation Scheme (CICS)- dedicado 
a compensar a víctimas de actos violentos que tuvie-
ran lugar dentro de las fronteras del país, incluidos 
los actos terroristas. Su regulación legal tardó en lle-
gar más de treinta años, cuando en 1995 se aprobó 
la ley de indemnización de daños penales -Criminal 
Injuries Compensation Act (CICA) (Muñoz Escandell, 
2017, p. 57)-. En marzo de 1995 el gobierno británico 
había pagado un total de 1.119.585.000 libras en con-
cepto de indemnizaciones relacionadas con los trou-
bles, 300.516.000 libras por daños a la propiedad y 
814.219.000 libras por daños personales, en el marco 
de un sistema considerado insuficiente para aquellos 
que habían perdido seres queridos o que habían re-
sultado heridos (Smyth, 2000, p. 15).
Con los Acuerdos del Viernes Santo, los negociado-
res comenzaron a hacer concesiones en torno a los 
presos, convertidos en un factor crucial. El gobierno 
de Tony Blair, previendo las críticas de las víctimas, se 
anticipó disculpándose y presentando el ansiado ob-
jetivo de la paz como una justificación para realizar 
determinadas cesiones. La liberación de los reclusos, 
un proceso que había comenzado en 1995, continuó 
y las víctimas –que, a diferencia de lo que sucedió en 
España, hasta entonces no se habían organizado- co-
menzaron a demandar servicios relacionados con la 
atención psicológica. Los servicios sociales elaboraron 
entonces el primer estudio sobre las consecuencias 
de los troubles en las víctimas (Department of Health 
and Social Services, 1998) cuyo estatus no estaba re-
gulado. Todo ello supuso una presión creciente sobre 
el gobierno británico, que se vio obligado a afrontar 
la cuestión de los supervivientes (Smyth, 2000, p. 15).







Se realizaron entonces dos estudios convertidos en 
referencia: We will remember them, dirigido por Sir 
Kenneth Bloomfield en 1998 por encargo de la Comi-
sión de Víctimas de Irlanda del Norte, y The cost of 
the Troubles Study en 1999, un trabajo encargado a 
un grupo multidisciplinar que realizó una amplia labor 
de investigación cualitativa y cuantitativa. El estudio 
arrojó conclusiones relevantes acerca del alcance de 
lo sucedido: alrededor de 3.600 personas habían sido 
asesinadas, lo que implicaba que al menos 6.800 ciu-
dadanos habían experimentado la pérdida de un fa-
miliar directo, y alrededor de 40.000 habían resultado 
heridas; el 91% de los muertos eran hombres y el 53% 
tenía menos de 29 años. El estudio adelantaba una 
reflexión que explicaría discrepancias posteriores en 
el ámbito de las víctimas: existía una «superposición» 
entre las categorías de «víctima» y «perpetrador», de 
manera que algunas víctimas se unieron a organiza-
ciones paramilitares al menos parcialmente debido a 
su experiencia como damnificados (véase The costs of 
the Troubles Study. Final Report). 
Este extremo supone, con las distancias de los con-
textos, una diferencia clave respecto a España, don-
de las víctimas nunca formaron parte de grupos pa-
rapoliciales ni utilizaron la violencia contra quienes la 
habían ejercido en su contra17. Por ello, en el ámbito 
de la legislación estatal en torno a las víctimas nun-
ca se abrió el debate sobre la definición de ‘víctima’, 
una cuestión que en Irlanda del Norte era y sigue 
siendo central y motivo de agrias discrepancias: fi-
jar esta definición implica, por un lado, establecer un 
determinado relato del pasado y, por otro, determi-
nar quiénes son las personas que tienen derecho a 
compensaciones económicas. 
La primera definición de ‘víctima’ la dio Bloomfield, 
que optó por el enfoque resumido en la frase «we are 
all victims», basado en que nadie que viviera en Irlan-
da de Norte durante los troubles pudo «escapar a al-
gún nivel de daño». Smyth cuestiona que Bloomfield 
adoptara una postura en su opinión neutral que no 
tiene en cuenta razones empíricas, morales, políticas 
o prácticas que demostrarían que no todos pueden 
ser considerados víctimas. Afirma que las culturas 
contemporáneas de lealistas y republicanos están 
basadas en el victimismo, lo que les reporta venta-
jas porque la víctima per se merece simpatía, apoyo 
e intervención de otros para vencer al responsable 
de su situación. En esta lógica, cualquier ataque per-
petrado por una víctima puede ser presentado como 
un acto de autodefensa y, por tanto, ser justificado 
(Smyth, 1999, pp. 27-40). 
A ello se une el concepto de ‘sufrimiento’, tam-
bién presente en la definición de Bloomfield. Smyth 
asegura que el sufrimiento no es una condición sufi-
ciente para otorgar la condición de víctima y pone el 
ejemplo de la esposa de un prisionero que sufre por 
la situación de su marido, pero ello no la convierte 
en un referente moral. La autora advierte que en so-
ciedades profundamente divididas resulta difícil que 
una parte reconozca el sufrimiento de la otra y que 
las posturas entre los colectivos de víctimas pueden 
divergir. En el caso de España el sufrimiento no entra 
a formar parte del debate hasta que se produce un 
cambio de paradigma y las víctimas pasan de ser vis-
tas como las consecuencias del conflicto a ser vistas 
como un colectivo que ha padecido un daño injusto. 
Esta nueva situación conlleva dos consecuencias: por 
un lado, las víctimas se convierten en figuras incó-
modas en tanto que sus demandas de reparación no 
encajan con la tendencia generalizada hacia el olvi-
do; por otro, surge la figura del perpetrador, a quien 
una parte de la sociedad sigue considerando un hé-
roe (Castells Arteche, 2017).
Discusiones aparte, la definición de ‘víctima’ que 
opera hoy en Irlanda del Norte es la que contiene 
la Orden de Víctimas y Supervivientes de Irlanda 
del Norte (Victims and Survivors Northern Ireland 
Order) de 2006, que establece que deben ser con-
siderados como tales los heridos física o psicológi-
camente, aquellos que proporcionan cuidados a los 
anteriores debido a un acto violento y aquellos que 
han perdido a un familiar directo a consecuencia de 
algún acto violento. Esta definición ha permanecido 
inamovible desde 2006, pese a las voces críticas que 
argumentan que, dada la amplitud de la redacción, 
en la práctica supone una igualación entre víctimas 
y verdugos. En la actualidad, la estructura de apoyo 
a las víctimas se sustenta en un sistema tripartito 
formado por el Servicio de Víctimas y Supervivien-
tes (Victims and Survivors Service), la Comisión para 
las Víctimas y Supervivientes de Irlanda del Norte 
(Commission for Victims and Survivors Northern 
Ireland, CVSNI) y el Forum de Víctimas y Supervi-
vientes (Victims and Survivors Forum). El trabajo 
de los dos primeros está supervisado por la Unidad 
de Víctimas y Supervivientes (Victims and Survivors 
Unit), perteneciente al gobierno de Irlanda del Nor-
te. El Victims and Survivors Service se encarga de 
la asistencia a las víctimas y de dar financiación a 
otros grupos que atienden necesidades específicas. 
El movimiento asociativo creció tarde y rápido, de 
manera que el 75% de las asociaciones se fundaron 
después del alto el fuego de 1994. Su división en 
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asociaciones nacionalistas, unionistas o transversa-
les es un reflejo de la dinámica vigente durante los 
troubles (Argomaniz, 2017).
Otras de las reclamaciones de las víctimas, al igual 
que en el caso vasco, tienen que ver con la impunidad. 
El Acuerdo del Viernes Santo establecía que si alguien 
era hallado culpable de un asesinato cometido antes 
de 1998, podía ser condenado y enviado a prisión por 
un período máximo de dos años. Durante el segundo 
de esos dos años podía ser liberado para reintegrarse 
en la sociedad. Además Funston denuncia que el Es-
tado se niega a reabrir investigaciones sobre crímenes 
y que los responsables, ya sean republicanos o lealis-
tas, se niegan a colaborar con las víctimas para que 
puedan saber la verdad, negándoles el derecho a la 
justicia y a la verdad18. Se trata de un nuevo ejemplo 
de victimización secundaria. 
4. CONCLUSIONES
Pese al elevado nivel de incidencia que el terro-
rismo ha tenido en regiones pequeñas como el País 
Vasco e Irlanda del Norte, los niveles de violencia 
alcanzados en ambas no son comparables. Mientras 
que entre 1968 y 1981 ETA asesinó a 352 personas 
-la mayoría en el País Vasco-, los asesinatos perpe-
trados en el contexto de los troubles son 2.358, te-
niendo además en cuenta que el Ulster tiene una 
población que equivale aproximadamente a dos 
tercios de la del País Vasco. La presencia de grupos 
parapoliciales que actuaron contra ETA es reducida 
en términos generales, al contrario de lo ocurrido 
en Irlanda del Norte, donde hubo una fuerte pre-
sencia de estos grupos y donde además entraba en 
juego un factor diferencial ausente en el País Vasco: 
el conflicto étnico-religioso. 
El modelo teórico de dinámicas de selección de víc-
timas establecido por Calle y Sánchez Cuenca, apo-
yado por la consulta de manuales internos de ETA y 
del IRA, explica que en ambos casos las organizacio-
nes desarrollaran una estrategia de desgaste contra 
el Estado, provocando una espiral acción-reacción-
acción que aumentó sus niveles de apoyo popular. El 
cambio de estrategia solo se produciría a mediados 
de los años noventa, cuando ambas organizaciones 
optarían por la idea del frente nacionalista, aunando 
la presión política de todas las fuerzas nacionalistas 
con la ampliación de sus objetivos a civiles. Hasta 
entonces, mientras los documentos internos de ETA 
llamaban a perpetrar atentados selectivos principal-
mente contra miembros de las fuerzas de seguridad 
ante el temor de que el asesinato de civiles redujera 
su apoyo ciudadano, los líderes del IRA invitaban a 
hacer el mayor daño posible, lo que en la práctica 
se traducía en niveles más elevados de atentados in-
discriminados. El factor que explica esta diferencia 
es la etnicidad presente en una población dividida 
por la religión, lo que contribuye a la radicalización 
de los simpatizantes. De acuerdo con la ecuación de 
Calle y Sánchez Cuenca, cuanto más elevado es el ni-
vel de radicalización, mayor es la tolerancia con las 
acciones indiscriminadas, incluso si hay población 
civil entre las víctimas, aunque este tipo de ataques 
puede conllevar un coste en términos de apoyo de 
los sectores menos radicales.
La atención a las víctimas tanto en España como en 
Irlanda del Norte fue deficiente durante los años de 
mayor actividad terrorista. No existían normas espe-
cíficas y las compensaciones que recibieron se basa-
ron en normas establecidas para otras circunstancias. 
Las medidas diferenciadas llegaron con treinta años 
de retraso. Mientras que el sistema de atención en 
España es uno de los más desarrollados de Europa, 
en Irlanda del Norte existe una cuestión fundamental 
que todavía hoy es objeto de polémica: la definición 
de ‘víctima’, cuyo establecimiento implica la fijación 
de una narrativa de los troubles. 
Un asunto pendiente en ambos contextos es la 
impunidad que, además de un déficit en el sistema 
judicial, constituye un factor para la victimización se-
cundaria. En España se calcula que alrededor del 40% 
de los asesinatos de ETA están sin resolver (Fernández 
Calderín, 2015). En Irlanda del Norte, con índices de 
impunidad mucho más elevados, la gravedad de este 
extremo se acentúa debido a la importante rebaja de 
penas acordada en los Acuerdos del Viernes Santo y 
al escaso interés del Estado por aclarar los crímenes19, 
lo que ha infundido entre las víctimas la sensación de 
una impunidad irrevocable. 
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13. Véase Anuario Estadístico del Ministerio 




14. En el ámbito regional cabe mencionar 
Gogora, Instituto para la Memoria, 
la Convivencia y los Derechos Huma-
nos, impulsado por el Gobierno vasco, 
cuyo planteamiento incluye el recono-
cimiento de las víctimas de la guerra 
civil, lo que ha suscitado críticas en-
tre algunos sectores. Véase Segovia 
(2017, 19 de febrero). 
15. Sobre los crímenes sin resolver puede 
consultarse también el Informe ac-
tualizado de la Fiscalía de la Audiencia 
Nacional sobre causas penales con vícti-
mas del terrorismo de 13 de diciembre 
de 2011. 
16. COVITE ha presentado ante Nacio-
nes Unidas dos informes en los que 
aborda este asunto: Informe sobre los 
efectos del terrorismo en el disfrute de 
los Derechos Humanos, de septiem-
bre de 2016, y Terrorismo y procesos 
de radicalización violenta en niños y 
niñas: dos importantes barreras para 
lograr el desarrollo sostenible, de 14 
de octubre de 2016.
17. Resulta conveniente apuntar que se han 
dado algunos casos de victimarios per-
tenecientes a ETA que se convirtieron 
en víctimas del terrorismo parapolicial 
o de extrema derecha. La aplicación 
del Convenio Europeo de 1983 prevé 
reducir o suprimir la indemnización si la 
víctima o el solicitante participan en la 
delincuencia organizada o pertenecen a 
una organización que se dedica a perpe-
trar delitos violentos. 
18. Conferencia de Ken Funston en el semi-
nario Reclaiming the past, shaping the 
future, organizado por la South East Fer-
managh Foundation (SEFF) en Fermana-
gh el 4 de marzo de 2017.
19. En 2015 el secretario para Irlanda del 
Norte, Peter Hain, declaró que los crí-
menes sin resolver debían «mantenerse 
irresueltos» y que una amnistía de facto 
era necesaria para dejar atrás el pasado 
(Rawlinson, 2014, 7 de abril).
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